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  «Quizá haya enemigos de mis opiniones, pero yo mismo, si espero un rato, puedo ser también enemigo de mis opiniones»


   


  JORGE LUIS BORGES


  
    PRÓLOGO


    El economista Ignacio Munyo (Montevideo, 1980) es docente y director ejecutivo del Centro de Estudios de la Realidad Económica y Social (Ceres), un prestigioso think tank especializado en políticas públicas.


    Este libro se basa en reflexiones publicadas a lo largo de una década en más de un centenar de columnas en el diario El País de Montevideo, así como en otros medios locales e internacionales. Es una bitácora u hoja de ruta en la que se pueden seguir los grandes temas de debate institucional y económico contemporáneo, en Uruguay y en el mundo.


    Munyo tiene la virtud de tratar temas socioeconómicos complejos con sencillez y amenidad. Procura agotar la esencia de los asuntos, sin agotar a los lectores.


    Incluye información y análisis relevantes —en un país y una región cuyos intelectuales padecen una fiebre opinadora, casi siempre fatigosa e irrelevante—.


    Cuenta con herramientas muy valiosas, como sus constantes viajes por el mundo, que incluyen entrevistas con personajes calificados, o los estudios sistemáticos que realiza el Ceres, como el cuestionario que respondieron casi todos los parlamentarios y los 117 alcaldes del interior del país.


    No se queda en el diagnóstico, sino que insinúa o propone soluciones, a veces realmente audaces. Así, por ejemplo, concibe la muy manoseada renta básica, que él prefiere llamar «renta esencial» y dotarla de ciertas características nuevas, como una solución realmente liberal, en la medida en que implica una dignificación del individuo.


    El autor entiende que Uruguay es un gran país cuyo principal defecto, en todo caso, es cierto continuismo conservador: no pensar en grande. Cree el aldeano que su aldea es el mundo y da por bueno el orden universal, al decir de José Martí.


    En cierta forma esa es, a la vez, una virtud uruguaya, porque una nación es una continuidad de valores y conductas y no una refundación permanente, esa tentación tan común en América Latina, plagada de «revoluciones» inconsistentes y efímeras.


    Por otro lado, la falta de utopías colectivas, fuera del fútbol y la siesta de verano, opera como un freno en un mundo en cambio continuo. De hecho, la humanidad ha cambiado en dos siglos lo que no cambió en milenios. El autor cree que la falta de reformas para estos tiempos ha metido al país en una trampa de mediocridad y conformismo que lo hace retroceder, en términos relativos, frente a las vanguardias del mundo.


    Detenerse equivale a retroceder.


    La falta de un debate con altura y la superabundancia de simplificaciones demagógicas de políticos y sindicalistas, dichas con aire de superioridad moral, han estimulado la desconfianza, la ignorancia o la resignación. Nunca en la historia hubo tantos medios para comunicarse y, en cierta forma, tanta incomunicación.


    No obstante esos pesares, Munyo es optimista. Él ve oportunidades por todos lados, contra toda esperanza. Hay causas buenas y vale la pena luchar por ellas, viene a decir en este libro inspirador. La esperanza es una construcción cotidiana y al fin mueve montañas, del mismo modo que la gota perfora la piedra.


     


    Miguel Arregui

  


  
    UNA MOTIVACIÓN PERSONAL


    Hay quienes creen que la esperanza es el peor de los males, pues sus anhelos nunca se concretan. Sin embargo, la esperanza es también la confianza de lograr lo que se desea, lo que marca un camino, lo que nos mueve. La esperanza es una combinación entre la realidad y un objetivo deseado.


    La realidad de Uruguay en la actual coyuntura global y regional nos permite ser optimistas. Las principales potencias mundiales demandan tres seguridades al mismo tiempo: seguridad alimentaria, seguridad energética sostenible y seguridad institucional. Uruguay es de los pocos países que pueden atender esas tres demandas: tenemos una gran oportunidad.


    El objetivo deseado surge del análisis de nuestras posibilidades, de nuestras fortalezas y debilidades. Se gesta gracias al análisis con base en evidencia y no en prejuicios.


    Sueño despierto con ese objetivo. Ha sido clave para mí haber vivido y mirado de cerca varios casos de países que lograron elevados niveles de bienestar económico sustentable desde el punto de vista social y ambiental. He procurado aprender de esos ejemplos, aunque siempre teniendo en cuenta la idiosincrasia nacional. También ha sido clave conversar, tratar y relacionarme con muchas personas, con una multiplicidad de visiones, que impulsan las más diversas corrientes de opinión en Uruguay.


    Este libro no ofrece soluciones simples a problemas complejos ni busca culpables. No es «populista» en la línea de la definición que le he escuchado al expresidente de España Felipe González: «El populismo es una respuesta simple a un problema complejo, lo que puede venir desde la derecha o la izquierda. Pero como nunca una respuesta simple resuelve un problema complejo, el populismo necesita buscar culpables de que esa respuesta simple no resuelve el problema complejo».


    Este libro es un conjunto ordenado de reflexiones procesadas a lo largo de muchos años y busca contribuir a la construcción colectiva de la esperanza que creo que necesita Uruguay para cumplir con su destino: ser un gran país, moderno, desarrollado, de primera línea e integrado al mundo. Mirar más alto se puede, y se debe.


    La esperanza se construye. Primero, internamente, luego, públicamente, para que sea la semilla de un sueño colectivo.


    * * *


    Mi vocación por las políticas públicas nació, curiosamente, desde la sensibilidad de la medicina y la docencia, las vocaciones de mis padres, y en el deseo de que el desarrollo del país hiciera llegar sus beneficios también a los sectores más vulnerables de la sociedad.


    Mi padre es el tercer médico otorrinolaringólogo en línea directa de nuestra familia (mi hermano, un año menor, es la cuarta generación). Mi madre, quien se inició como adscripta hace más de 40 años, es hoy directora general del Colegio Sagrada Familia, con más de 120 años en el país.


    Mi infancia transcurrió en un hogar donde se respiraba la vocación de servicio sin horarios ni días hábiles. En casa se hablaba permanentemente de cómo las enfermedades golpean más a los que menos tienen y de la necesidad de una educación de excelencia; todo en el marco de la delicada situación social que siguió por años a la restauración democrática de 1985. Vivimos en los barrios Cordón y Centro de Montevideo, mientras que con mi hermano recibíamos educación inicial, primaria y básica en el Colegio Sagrada Familia. Luego, durante nuestra adolescencia, vivimos en Pocitos y el bachillerato lo hicimos en el Instituto Juan XXI.


    En esas vivencias habría que rastrear la explicación de por qué inicié mis estudios en economía: en la búsqueda de una combinación de saberes para entender los determinantes de la construcción de una sociedad dinámica e integrada. Ello, naturalmente, no es exclusivo de la economía. En 1997, antes de inscribirme en la Facultad de Economía, también pedí aquella Fórmula 69 para presentarla en la Facultad de Ciencias de la Comunicación de la Universidad de la República (Udelar), atraído por el periodismo.


    Siempre me cautivó entender las complejidades de la vida de las personas. No me atraen de por sí ni los números ni la teoría, pero creo que son herramientas para sistematizar ideas y hacerlas más ordenadas y coherentes. En realidad, lo que me apasiona son los incentivos detrás del comportamiento de las personas, de la sociedad, y cómo solucionar los problemas que le atañen. Siempre hay una salida, por compleja que sea. Nuestro deber es imaginar que hay un laberinto y un hilo, al decir de Jorge Luis Borges.


    Me formé como economista en la Udelar, que es un orgullo nacional; en la Universidad de San Andrés de Argentina, que me mostró un enorme laboratorio político y social; en la Universidad de Chicago, centro de referencia mundial que tuve el privilegio de que me ofreciera una beca completa; en las escuelas de negocios de la Universidad de Montevideo y de Harvard, que me ayudaron a bajar a tierra los conceptos teóricos; y —siempre lo señalo— en el Ceres, que también es una escuela de formación permanente, al que ingresé muy joven, antes de viajar a Estados Unidos, en donde aprendí a buscar lo básico en la aparente complejidad de las cifras económicas y al que retorné en junio de 2020, después de años, para dirigirlo e instruirme cada vez más.


    Asumir la dirección del Ceres en plena pandemia fue un gran desafío desde el punto de vista profesional. Tuve que dejar a un lado mi formación como técnico y poner en práctica mi vocación de emprendedor: fue empezar a armar algo de cero sobre la base de una marca con mucho prestigio en Uruguay desde su fundación, en 1985.


    Ese trabajo incluyó un gran esfuerzo directo para aumentar sustancialmente el financiamiento y, por ende, el tamaño de la institución; la convocatoria y la conformación de un Comité Honorario Asesor, con reconocidas personalidades de enorme experiencia en la gestión pública de nuestro país, y un Consejo Académico Internacional de clase mundial; el armado y la coordinación de un nuevo equipo de trabajo que incluye economistas y comunicadores; y la concreción de cerca de 30 alianzas internacionales con instituciones líderes en varios países del mundo.


    El Ceres es el primer centro de estudios especializado en políticas públicas de Uruguay y el segundo enfocado en investigaciones multidisciplinarias de América Latina, según el ranking que elabora la Universidad de Pensilvania. Desde el Ceres estamos en contacto en tiempo real con datos precisos de toda la realidad económica, política y social global, continental, regional y nacional. También tenemos contacto permanente con personalidades políticas de Uruguay —todos los expresidentes de la república, parlamentarios, ministros, intendentes y alcaldes—, así como con dirigentes sindicales, empresariales y sociales y con autoridades militares.


    Desde que estoy en la dirección del Ceres, incorporamos como consigna: «La realidad en el centro». Y a ello tratamos de acercarnos siempre, en cada acto y cada día.


    Otra forja fueron los años vividos en el exterior con Valentina de Yeregui, el amor de mi vida, con quien hoy tenemos cuatro hijos, de 12, nueve, seis y cuatro años. Siendo jóvenes, disfrutamos a pleno la vida en Chicago, cuando nos costaba mucho llegar a fin de mes porque la beca que recibía apenas daba para una persona. Fueron años que nos marcaron a fuego. Pasamos en soledad desde el más profundo sufrimiento por la pérdida de nuestro primer hijo hasta el insólito relacionamiento directo con Barack y Michelle Obama, porque Valentina fue profesora de tenis de sus hijas Malia y Sasha. En las calles de Chicago se respiraba la esperanza del «sí se puede», que marcó la campaña presidencial de Obama de 2008.


    Me defino como un pragmático preocupado por mejorar el futuro nacional, con la más amplia y plena libertad como faro. Procuro evitar los prejuicios personales e ideológicos y ser una persona enamorada de la libertad que se aboca a resolver cada problema con todo el instrumental teórico disponible.


    Fui influido tempranamente por los clásicos: Adam Smith, John Maynard Keynes y Joseph Schumpeter, a los que sumo a Juan Bautista Alberdi como referente ancestral en nuestra región. Agrego, naturalmente, la influencia de grandes líderes globales, desde Charles de Gaulle hasta Barack Obama.


    La inspiración en el aula fue muy relevante. Tanto en Estados Unidos como en Argentina, fueron varios los profesores que me transmitieron una profunda pasión por lo que hacían. Destaco, entre ellos, a Gary Becker (Premio Nobel de Economía en 1992), quien me enseñó que la economía no tiene fronteras; James Heckman (Premio Nobel de Economía en el 2000) y Martín Rossi, quienes me transmitieron la importancia de medir correctamente el impacto de la políticas públicas; Roger Myerson (Premio Nobel de Economía en 2007), que me motivó a pensar en la teoría de juegos; Thomas Sargent (Premio Nobel de Economía en 2011), quien me enseñó las complejidades microeconómicas de la macroeconomía; y Raghuram Rajan (ex economista jefe del Fondo Monetario Internacional, FMI, y expresidente del Banco Central de la India, para quien trabajé como asistente de investigación), que me transmitió la relevancia de las finanzas como política social.


    No puedo dejar de mencionar a grandes referentes que conocí en las aulas de la Facultad de Ciencias Económicas de la Udelar. Tuve el privilegio de que Mario Bucheli me enseñara a buscar el presente en la historia económica; que Ariel Davrieux, con serenidad y método, me transmitiera que hay un laberinto estatal detrás de la política fiscal; que Ricardo Pascale, con optimismo, pasión y arte, me introdujera al complejo mundo de las finanzas; que Danilo Astori, con un orden implacable, me transmitiera las complejidades de la estructura económica nacional; y que Luis Eduardo González me dejara bien claro que la ciencia política es hermana inseparable de la ciencia económica.


    También debo recordar a Luis Manuel Calleja, quien en los cursos del Programa de Alta Dirección de Empresas me enseñó que, en todos los ámbitos, «los problemas políticos no pueden ser resueltos, solamente pueden ser arreglados, que es algo muy distinto», tal como decía el politólogo francés Bertrand de Jouvenel.


    Finalmente, debo mencionar a Juan Dubra y Luis Viana, quienes, con su ejemplo, me transmitieron siempre el enorme valor de la generosidad en el ejercicio de la profesión; y a Enrique Iglesias, quien prologó mi libro La revolución de los humanos. El futuro del trabajo y es un maestro de referencia a lo largo de toda mi carrera.


    Debo una especial mención a Luis Mosca, mi padrino de bautismo, a quien seguí como ejemplo a la hora de optar por la carrera de economista, quien me acompañó toda mi vida y de quien aprendí el valor de la sensatez y el compromiso.


    Siempre me sentí muy cercano al sistema político: provengo de una familia cuya genealogía incluye al coronel mayor Lucas Píriz, segundo del general Leandro Gómez, caído en 1865 en la defensa de Paysandú, y al expresidente Baltasar Brum, mártir de la democracia uruguaya. Baltasar fue una gran fuente de inspiración siempre presente en charlas familiares, primero, por su obra como ministro de Educación (entonces de Instrucción Pública), luego, como ministro del Interior, canciller y, finalmente, como presidente de la república, con apenas 36 años.


    No tengo antecedentes de militancia político-partidaria. En el pasado, únicamente por vocación, he apoyado técnicamente a líderes políticos del Partido Colorado y del Partido Nacional, sin figurar en sus respectivas listas ni esperar nada a cambio.


    Siento de manera muy viva la vocación y el servicio público, y prefiero estar donde creo que puedo ser más útil, según el momento, y potenciar al máximo mi contribución.


    Al mismo tiempo, disfruto mucho el proceso de formación de nuevas generaciones. He compartido horas y horas de aulas con una gran variedad de economistas y millares de empresarios desde que empecé a enseñar, en 2003. He dirigido a largas decenas de economistas y pasantes desde que asumí responsabilidades de coordinación profesional, en 2004.


    Mi relación con las políticas públicas proviene del interés por entenderlas mejor y procurar optimizarlas en beneficio de toda la sociedad. No he sido funcionario público, pero conozco el funcionamiento del Estado porque me he interiorizado por interés profesional, y además dirijo una institución en la que se analizan a fondo todos los temas relativos al sector público.


    * * *


    Hay un futuro a construir con urgencia, que requiere resolver problemas graves. Destacan como asuntos prioritarios la búsqueda de un nuevo proyecto nacional integrado (sin caer en ningún tipo de planificación coercitiva), en medio de un acelerado proceso de automatización, y el desarrollo de los sectores tecnológico y de innovación, de construcción e infraestructura, de una agroindustria que exporte cada vez más calidad y valor agregado, y de servicios de alta calidad.


    Confío en la prudencia de nuestro manejo monetario y fiscal, que jamás debe descuidarse.


    Al mismo tiempo, creo plenamente en la necesidad de aprovechar al máximo el potencial técnico existente en el país para repensar el actual entramado histórico de políticas sociales vigentes, ante los enormes desafíos que imponen el presente y el futuro del trabajo.


    El norte debe ser construir ese futuro inmediato que impulse a Uruguay, que le abra nuevas vías a su inserción internacional y que encuentre soluciones para el trabajo de todos.


    No percibo en nuestro país lo que nuestros vecinos argentinos llaman «la grieta», una animadversión irreconciliable entre sectores políticos y sociales, aunque sí cierta hostilidad entre dos mitades, un tanto artificiosas, de nuestro escenario político e ideológico. Estoy convencido de que en Uruguay no hay «grieta» sino un arroyo que a veces da paso. Uno de mis esfuerzos principales está dirigido a que ese paso se abra más seguido y, tarde o temprano, se vuelva permanente. Por eso mantengo reuniones constantes con representantes de todos los sectores y recopilo meticulosamente sus respuestas e impresiones.


    Mis experiencias con líderes son profundamente satisfactorias y me hacen estar muy esperanzado sobre un futuro construido con base en acuerdos más vastos de lo que puede suponerse.


    Cuando el hilo conductor es la preocupación por el futuro del país, sorprendentemente, basta con poner el tema sobre la mesa para que, por arte de magia, los acuerdos se vuelvan enormes y las discrepancias, mínimas. El sentido de urgencia es un factor común.


    También está presente en este tipo de reuniones la necesidad de cuidar valiosos activos que tiene el país y que lo diferencian de la región: la fortaleza institucional y la paz social.


    El despegue de Uruguay exige profundas reformas que aún no están articuladas ni sistematizadas y que son complejas de implementar. Los capítulos de este libro se refieren largamente a ellas.


    Tengo claro que, en un futuro próximo, convivirán dos realidades: el aumento de productividad en las empresas, que no podrán escapar a un entorno cada vez más competitivo, y la reinvención laboral de las personas cuyas tareas dejan de ser necesarias o que no tienen la formación adecuada.


    Las nuevas tecnologías son una gran oportunidad, pero también crean nuevas obligaciones ante quienes no pueden mantener el paso.


    Se puede ser optimista. Existe capacidad técnica. La voluntad política surge de la necesidad y la oportunidad. La esperanza se construye.

  


  
    CAPÍTULO 1 


    Uruguay entre la inercia y el despegue

  


  
    Uruguay se enfrenta a una gran oportunidad de iniciar una trayectoria de desarrollo, sustentado en una agenda de reformas necesarias, aunque las fuerzas naturales de la inercia siempre complican el despegue.


    La fase más aguda de la pandemia de covid-19, entre marzo de 2020 y fines de 2021, no implicó un grave deterioro de la imagen del gobierno uruguayo, como ocurrió con muchos otros en la región y en el mundo, sino un sólido reconocimiento por el resultado de su manejo bajo el lema «libertad responsable».


    La pandemia contribuyó a acelerar en Uruguay, como en muchas partes, el proceso global de automatización de los trabajos rutinarios y de menor calificación. Esto trajo consigo una importante mejora de la productividad y de la mano, un punto focal de preocupación en el mundo laboral.


    Crear una red que contenga y relance a quienes pierden sus empleos es probablemente el mayor desafío de las sociedades contemporáneas.


    Compromiso con las políticas públicas desde la libertad


    El Ceres es un centro de estudios, fundado en 1985, que se especializa en políticas públicas, independiente y sin fines de lucro, concentrado en el análisis económico y social y la promoción del debate, con el objetivo de impulsar reformas que mejoren la calidad de vida de la gente.


    El corazón de su misión es el estudio de políticas públicas: para entender a fondo su potencial impacto, así como sus efectos secundarios no deseados, y transmitírselos a la gente.


    El 1º de junio de 2020 inicié una nueva etapa en el Ceres. Es la tercera en mi carrera: ya había estado entre 2002 y 2006 como asistente de investigación y economista, y entre 2009 y 2013 como economista senior. En 2020 asumí con mucho entusiasmo la responsabilidad de tomar la posta de la dirección, que desde 1985 han llevado tan distinguidos economistas: Edgardo Favaro, Claudio Sapelli, Luis Viana, Alejandro Vegh Villegas, Ernesto Talvi y Guillermo Tolosa.


    La responsabilidad es grande. La Universidad de Pensilvania (Estados Unidos) realiza todos los años una evaluación global de centros de estudios de políticas públicas, con base en opiniones de más de 4.000 expertos de todo el mundo. Los resultados muestran que el Ceres es el segundo más influyente en estudios multidisciplinarios de los 1.023 centros considerados en América Latina y el más influyente de Uruguay, posición que ocupa desde 2009.


    En relación con la producción y la difusión del conocimiento, los centros de estudios como el Ceres están próximos al mundo académico. Sus informes son realizados por técnicos que aplican a su trabajo criterios de elevada exigencia intelectual y rigor científico. Sin embargo, el producto final es muy diferente al que surge de la academia: los hallazgos tienen que ser procesados de forma inteligible para la mayoría de la población.


    La evidencia internacional indica que, en las democracias plenas, los centros de estudios en políticas públicas tienen una influencia creciente. Su influjo se percibe en los medios de comunicación y también en el clima de opinión, que resulta crítico para la génesis de las políticas públicas. Por ello es clave para estos centros contar con la capacidad técnica para cuantificar posibles costos y consecuencias, así como para plantear políticas alternativas.


    Estamos en un momento clave del país, en el que es necesario que la sociedad civil asuma la responsabilidad de impulsar la amplia agenda de reformas que Uruguay necesita para poder avanzar.


    Entre esas reformas se cuentan una mayor apertura de mercados internacionales, mejorar la eficiencia de las empresas públicas, modernizar el mercado laboral con la capacitación y la regulación necesarias ante el avance de la automatización, así como desarrollar otras políticas enfocadas a mejorar la productividad y la competitividad del país.


    Estas reformas tienen apoyo parlamentario básico, por lo menos, hasta 2025, porque están presentes en los programas de cada uno de los cinco partidos de la coalición multicolor gobernante, e incluso en el del propio Frente Amplio, en el que varios sectores comulgan con dichas ideas.


    El compromiso en el Ceres es realizar un seguimiento permanente de estas reformas tan necesarias. Esta agenda procrecimiento está fuertemente vinculada a un análisis permanente del estado de situación y de las políticas públicas relacionadas con la educación, la integración, la movilidad social ascendente y la seguridad ciudadana.


    «El éxito de un país depende tanto de la capacidad de implementar buenas políticas como de impedir la implementación de malas políticas», sostuvo cierta vez el canadiense Michael Spence, Premio Nobel de Economía en 2001. «Los países prósperos deben buena parte de su éxito a un entorno en el que las ideas, tanto buenas como malas, son expuestas a la crítica y al debate vigoroso en la sociedad civil».


    Más investigación y menos prejuicios


    A lo largo de muchos años he tenido la suerte de presentar en múltiples seminarios y congresos. Todos me dejaron ideas, dudas y contactos.


    La última semana de agosto de 2019 tuve el privilegio de participar en el Congreso Anual de la Asociación de Economistas de Europa en Mánchester, Reino Unido. Todos los años, en distintos puntos de Europa, se congregan economistas de todo el mundo para presentar estudios, discutirlos e intentar avanzar en el conocimiento.


    Con tantas y tan buenas conferencias resumidas en mis apuntes, me resultó difícil elegir qué incluir y qué dejar afuera. Para definir, me quedé con aquellos resultados que considero que son los más relevantes para Uruguay. Automatización de puestos de trabajo, sostenibilidad de la deuda pública, desigualdad (no solo de ingresos) y movilidad social fueron los temas seleccionados. Esos puntos estarán presentes en las próximas líneas.


    En Mánchester se presentó un modelo teórico que logra explicar y racionalizar el proceso de automatización observado a nivel global, con mayor o menor intensidad, en todos los sectores productivos. Lamentablemente, los problemas de empleo para las personas con menor formación llegaron para quedarse.


    No todas fueron malas noticias en el panel sobre automatización. Otro estudio enfatizó la relevancia de la tecnología para generar mayor intercambio comercial entre países avanzados y en desarrollo, y con ello puestos de trabajo. Las nuevas tecnologías reducen los costos de coordinación asociados al comercio exterior.


    La situación fiscal de Uruguay me obliga a comentar una sesión en la que se discutieron los riesgos de sostenibilidad de la deuda pública en un contexto de bajas tasas de interés. Las idas y vueltas de la guerra comercial entre Estados Unidos y China prolongaron inesperadamente un período de tasas de interés históricamente bajas a nivel global, que finalizó recién en 2022.


    A pesar de ello, en Uruguay la trayectoria de la deuda pública era, en aquel momento, insostenible. Si no se recuperaba el crecimiento económico y se frenaba aún más la suba del gasto público, en pocos años la deuda se acercaría al 100% del producto bruto interno (PBI). Algo había que hacer, pensaba mientras escuchaba un cerrado inglés. Desde 2015, se desaceleró marcadamente el crecimiento del gasto cortando la inversión pública, se aumentaron impuestos y tarifas, pero el déficit fiscal subió de 3,5% a casi 5% y la deuda de 60% a casi 70% del PBI en 2019.


    Justamente, uno de los estudios presentados en Mánchester mostraba —con un modelo calibrado— que para frenar el crecimiento de la deuda es más efectivo cortar el gasto corriente que la inversión pública o que subir impuestos. El mismo resultado se sostiene con contundencia en el libro Austeridad: cuándo funciona y cuándo no, publicado por Princeton University Press1. Luego de analizar los datos de cientos de casos de políticas fiscales adoptadas por 16 países diferentes desde 1970, concluye que cuando la situación fiscal es delicada es mucho menos dañino recortar gastos que aumentar impuestos.


    Un panel sumamente interesante fue el organizado por el IFS Deaton Review (Instituto de Estudios Fiscales), un centro de investigación líder en el Reino Unido. El IFS Deaton Review convocó a un comité interdisciplinario de expertos en economía, sociología, filosofía, ciencias políticas y epidemiología, encabezado por el Nobel de Economía en 2015, Angus Deaton.


    El compromiso asumido implica sugerir líneas de acción basadas en la evidencia, para mitigar las diferentes formas de desigualdad presentes en el siglo XXI. ¿Cómo se generan y se relacionan las desigualdades de riqueza, de ingreso, de bienestar o de acceso a derechos en general? ¿Cuál es la combinación de políticas públicas más adecuada para reducirlas?


    Orazio Attanasio, director de Investigaciones del IFS, analizó las causas de las desigualdades. Ahí la transmisión intergeneracional de capacidades es crítica. Se sabe que las habilidades cognitivas y socioemocionales desarrolladas en la primera infancia son las que determinan las perspectivas futuras en el mercado de trabajo y que se pueden mejorar sustancialmente a través de la educación, más allá de los antecedentes de los padres. La receta es conocida y los resultados se obtienen en donde se aplica. El gran desafío es cómo extender a gran escala las microexperiencias exitosas.


    Sir Richard Blundell, de la University College London, se concentró en las perspectivas de las desigualdades con la mira en los trabajadores de bajo nivel educativo. La evidencia muestra que la desigualdad empeora porque las personas con menor formación no logran trabajar la cantidad de horas que quisieran debido a que la automatización está ocupando sus tareas. El asunto es cómo generar incentivos para mejorar las oportunidades de los más rezagados. Lamentablemente, aún no hay una respuesta clara.


    Más allá de posiciones individuales, a nivel general existe un ideal de justicia subyacente, que es heredado y compartido por diversas culturas. Sir Tim Besley, de la London School of Economics, presentó datos globales sobre preferencias por redistribución relevantes a la hora de diseñar políticas públicas. Los miembros de comunidades menos desiguales son los que tienen preferencias más fuertes por la redistribución, pero, al mismo tiempo, las personas más educadas son menos favorables a la redistribución. El tema es complejo.


    En este sentido, dependiendo de la preferencia por redistribución, se podría, en teoría, determinar la combinación de impuestos que logre mayor equidad (progresividad tributaria). Pero, más allá de las preferencias, hay que tener presente que no es neutral. La evidencia indica que a mayor progresividad tributaria, menor será la inversión individual en educación, lo que genera la necesidad de políticas extras enfocadas en educación. Acá no se puede hacer carambola.


    En una brillante conferencia, Raj Chetty, de la Universidad de Harvard, analizó la movilidad social intergeneracional con base en un gran despliegue de big data.


    Los datos muestran una enorme influencia del barrio en el que viven las personas sobre la movilidad social, con todo lo que el barrio significa: acceso a educación, relaciones interpersonales y aspiraciones potenciales. Deberían ser prioritarias las políticas públicas enfocadas en reducir la segregación —para facilitar que las personas se puedan mover con mayor facilidad— e inversiones locales en las zonas críticas.


    Si serán relevantes las discusiones de Mánchester para Uruguay cuando no hay mejoras en la distribución del ingreso desde 2013 y la movilidad social está frenada. ¡Si habrá cosas para hacer! Si habrá que ser ingeniosos para hacerlas sin nuevos recursos, dada la delicada situación fiscal. ¡Si será entonces relevante tomar decisiones basadas en la investigación y no en prejuicios! Este libro se inspira en ello.


    Una pequeña llama en la oscuridad de la pandemia


    A fines del verano de 2020, ingresamos a un caos global generalizado como consecuencia de la covid-19, una peste bíblica a la que Uruguay no iba a permanecer ajeno.


    La situación era extrema e inédita para la mayoría de nosotros. Vino un largo tiempo de ansiedad, encierros, empobrecimiento y depresión. Sin embargo, las tareas y las esperanzas pervivieron en los hogares, como una llama que se propagaría apenas las cosas mejoraron.


    El impacto en la actividad económica fue duro. Los proyectos cambiaron radicalmente. Para el nuevo gobierno, que asumió el 1º de marzo, no hubo otra opción que barajar y dar de nuevo, incluso en el frente fiscal.


    La inflación de un dígito ha sido desde 1998 el ancla de estabilidad macroeconómica del país. Y, ante la tormenta, no se levantó, por más que puntualmente la inflación anualizada sobrepasó el 10% en algunos momentos.


    Este indicador contiene mucha información: refleja el grado de confianza del sector privado en la consistencia futura de las políticas monetaria, fiscal y salarial, manifestada en infinidad de decisiones individuales que se dan de forma permanente en la fijación de precios.


    Además de mantener el ancla de la macroeconomía, hubo un desafío aún mayor durante la interminable pandemia, que fue cuidar en la tormenta un gran valor que tiene el país: la estabilidad social. Uruguay es una excepción en la región.


    En los últimos años, América Latina se ha vuelto extremadamente inestable, aún más de lo habitual. Recorren el mundo imágenes de multitudes disconformes o alteradas en las calles de Ciudad de México, Caracas, San Pablo, Buenos Aires, Bogotá, Santiago, Lima y Quito. No ha sido el caso en Montevideo.


    Hacia fines de 2019, previo a la pandemia, tuve la oportunidad de reunirme con un alto ejecutivo global de una de las principales multinacionales del mundo, que llegaba por primera vez a Uruguay. «Vengo de recorrer el resto de los países de la región», me dijo. «Vamos a considerar una expansión de la inversión en Uruguay porque es el único de los países en los que estamos instalados que no tuvo manifestantes en las calles este año».


    «La baja rentabilidad de la filial preocupa», añadió, «pero Uruguay es un buen lugar para probar proyectos piloto que queremos chequear para lanzar luego a nivel global».


    Esa es una percepción generalizada entre los ejecutivos de multinacionales. Estamos en una región muy complicada, pero somos diferentes, y así lo perciben cada vez más quienes analizan la zona para tomar decisiones de inversión.


    Cuidemos la estabilidad que tenemos porque vale mucho. Es nuestra principal ventaja comparativa en la región. Tenemos que estar atentos. Todos. Y mucho más los que tienen la responsabilidad de liderar organizaciones políticas, sindicales y son formadores de opinión. Es preciso reducir el ruido innecesario y evitar cualquier comentario que pueda agredir sensibilidades.


    La libertad en el ADN


    Nuestra carta magna, que se inspira en las constituciones liberales de Francia y Estados Unidos, es para los uruguayos mucho más que un texto en el que se expresan los derechos y los deberes de los ciudadanos y las normas que regulan el Estado: ha probado ser prenda de unión y un fundamento de fortaleza con alcances en todos los campos, incluido, por supuesto, el económico.


    En sus primeros artículos, la Constitución establece que Uruguay «es y será para siempre libre e independiente» y que «los habitantes de la República tienen derecho a ser protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad».


    El 24 de junio de 2021 tuve el honor de participar como orador, junto con destacados panelistas internacionales, en un evento de Atlas Network, organizado desde Washington en el marco del Latin American Liberty Forum, con audiencia global. Fueron comunes las palabras de elogio de expositores extranjeros hacia el «modelo uruguayo» de «libertad responsable» en el manejo de la pandemia y su relación con la economía.


    Como uruguayo me sentí orgulloso de pertenecer a una gran tradición histórica de libertad y responsabilidad.


    El evento tuvo como cierre la presencia del presidente Luis Lacalle Pou. El mandatario resaltó su vocación por el respeto a la libertad, tanto en el marco de las decisiones individuales como de las relaciones internacionales y comerciales. También remarcó que el final de la pandemia y nuestras fortalezas institucionales pueden traer una gran inmigración, para la cual el país debe prepararse.


    Datos objetivos de fuentes externas aseguran las mejores condiciones para inversionistas, empresas y personas de alta calificación que quieran migrar a nuestro país.


    Uruguay fue destacado mundialmente varias veces por el manejo sanitario. Así, por ejemplo, en junio de 2021 un ranking de Der Spiegel le adjudicó la posición número 11 en 154 países. Ese ranking, que evalúa las restricciones impuestas a la libertad, las campañas de vacunación, la mortalidad y el impacto sobre la economía, estuvo liderado por Finlandia, Luxemburgo, Noruega y Dinamarca.


    La democracia uruguaya es un ejemplo mundial y se destaca por amplio margen en la región, según todos los registros internacionales. La paz social es un gran bien, exclusivo de Uruguay en toda América Latina.


    En la realidad mundial de aquel momento, dominada por la pandemia y los problemas sociales consecuentes, Uruguay ofreció un ambiente casi único para lograr la afluencia de inversiones que contribuyera a abrir una nueva etapa en el desarrollo de nuestro país. La llegada de empresas del porte de Google, Globant y el proyecto de ciudad tecnológica a erigirse en Colonia son apenas tres ejemplos.


    Efectos de la pandemia sobre los resultados electorales


    La pandemia coincidió en América Latina con un calendario electoral muy cargado. A las elecciones de 2021 en Ecuador, El Salvador, Bolivia, Perú, México, Argentina, Paraguay, Nicaragua, Venezuela, Chile y Honduras se les sumaron varias más y muy relevantes. El 6 de febrero de 2022 se votó en Costa Rica. El 13 de marzo se realizaron las elecciones parlamentarias en Colombia, el 29 de mayo la primera vuelta presidencial y el 19 de junio la decisiva segunda vuelta, en la que triunfó el izquierdista Gustavo Petro.


    Uruguay vivió con intensidad la campaña propagandística hacia el referéndum del 27 de marzo de 2022, en el que, por estrecho margen, la población confirmó 135 artículos de la ley de urgente consideración (LUC) promulgada en julio de 2020. Fue mucho más que un duelo en torno a una ley: también fue, en buena medida, un voto a favor o en contra del gobierno.


    ¿Cómo afectó la pandemia las elecciones? En primer lugar, se buscó adaptar la logística para hacer posible el acto de votar en el marco de los protocolos, que no fuese una carga para el ciudadano y que se pudieran mantener los niveles de participación. Se apeló a un incremento de lugares de votación, tratamientos preferenciales para grupos de riesgo y, en tanto la legislación lo permite, se generaron mecanismos adicionales para votar. Al mismo tiempo, se extremaron los cuidados para difundir información creíble sobre el proceso electoral y garantizar la asistencia de las autoridades de mesa, la equidad en las condiciones de competencia y el control ciudadano.


    Pero, más allá de implementar los cambios necesarios para garantizar la participación y la cristalinidad del proceso, la pandemia también afectó los resultados de las elecciones.


    En el Ceres analizamos los resultados de las elecciones realizadas desde que comenzó la pandemia, con especial énfasis en América Latina.


    Nuestra región fue la más golpeada, tanto desde el punto de vista sanitario como del de la contracción económica. En América Latina vive menos de 9% de la población mundial, pero explica casi 25% de las muertes asociadas a la pandemia, a pesar de haber impuesto duras medidas de restricción de movilidad.


    Para aumentar el volumen de información, el estudio fue más allá de la región: se consideraron elecciones llevadas a cabo entre mediados de 2020 y fines de 2021 en todo el mundo. Se cruzaron los datos de los resultados de 47 elecciones con variables asociadas a la gestión de la pandemia que a priori podrían afectarlos.


    Para cada elección se definió si el partido de gobierno era de concepción ideológica considerada del centro hacia la derecha o del centro hacia la izquierda. Se tuvieron en cuenta solo dos resultados: «continuidad» o «cambio»; «continuidad» como un resultado favorable para el partido o la coalición de gobierno (oficialismo) y «cambio» como un resultado favorable para la oposición. En todos los casos, el resultado es independiente a si el gobierno de turno era del centro hacia la derecha o del centro hacia la izquierda.


    El análisis muestra una correlación negativa y estadísticamente significativa entre las muertes causadas por covid-19 en los 30 días previos al acto electoral y el apoyo al oficialismo. Sin importar la orientación ideológica, si hubo muchas muertes, la gente le pasó factura al gobierno y optó por el cambio. De hecho, se observa que el número promedio de muertes (ajustado por la población) había sido tres veces mayor en los países en los que la oposición venció al oficialismo en las elecciones.


    La gente también pidió un cambio cuando vio restringida su libertad de movilidad. Aquellos gobiernos que impusieron las restricciones más duras al movimiento de las personas durante la pandemia fueron los más golpeados en las urnas. El análisis muestra una correlación negativa y estadísticamente significativa entre el apoyo electoral al oficialismo y la intensidad de las medidas restrictivas de movimiento tomadas por los gobiernos de turno. Así lo mostró la diferencia entre los valores del indicador de la Universidad de Oxford que computa la intensidad del cierre de instituciones educativas y lugares de trabajo, la cancelación de eventos públicos, las restricciones a las reuniones y al transporte colectivo, campañas de información del gobierno para quedarse en casa, restricciones a los movimientos internos y controles de viajes internacionales.


    Naturalmente, la gente esperó que sus gobiernos lograran minimizar la cantidad de muertes asociadas a la pandemia con la menor restricción posible de la libertad de movimiento. Era razonable, aunque muy difícil de alcanzar, porque ambos objetivos no iban de la mano. Los resultados del estudio indicaron que la clave fue encontrar el punto de equilibrio entre impacto sanitario y movilidad. Aquellos gobiernos que lo lograron fueron premiados por los ciudadanos en las urnas.


    Si nos enfocamos hacia el sol, las sombras quedarán atrás


    El mundo pospandemia es distinto al anterior. El Uruguay pospandemia también. Y no por un tema sanitario, sino por el avance tecnológico. Los cambios requeridos, que llegaron de la mano de la tecnología, exigen profundas reformas, muy complejas de implementar. Para tener éxito, será necesario procesarlas desde el faro de la unidad nacional.


    Esa unidad ciertamente no es para todo ni en todos los asuntos, pero sí es para cuestiones básicas que definen la esencia de este país.


    La aceleración en la automatización de procesos condiciona radicalmente la realidad económica y social. Al mismo tiempo, impone una agenda dual de reformas.


    Las nuevas tecnologías son una gran oportunidad para la mejora de la productividad, pero también generan la necesidad de apoyar a las personas que quedan al margen, como pasajeros que han perdido el tren.


    Con la aceleración en el uso de la tecnología conviven dos realidades: el aumento de productividad en las empresas (que no pueden escapar a un entorno cada vez más competitivo) y la reinvención laboral de las personas cuyas tareas dejan de ser necesarias o que no tienen la formación adecuada para seguir el curso de los tiempos.


    Los países que ya eran atractivos para la inversión fueron los que se recuperaron más rápido y los que tienen mejores perspectivas futuras. Los países en los que se invertía poco previo a la pandemia son los que deberán llevar las reformas más profundas para mejorar la productividad, atraer nuevas inversiones y reimpulsar el dinamismo económico.


    La primera agenda pendiente de reformas, centrada en generar las condiciones para que las empresas puedan procesar esta mejora de competitividad, es conocida, fue ampliamente discutida, en algunos frentes se está impulsando con convicción y tiene apoyo parlamentario. Resta implementarla.


    Es hora de reducir los costos de acceso de la producción uruguaya al exterior. Es hora de reducir el costo del combustible y la energía eléctrica, de la mano de una mejora de transparencia y eficiencia de las empresas públicas con participación en el mercado de capitales. Es hora de reducir la regulación innecesaria que desestimula la inversión. Es hora de adaptar la legislación laboral a la realidad para encadenar crecimiento económico con mayor empleo.


    Más allá de esta agenda, hay que tener claro que el mercado de trabajo va a exigir una preocupación permanente. En 2020 se perdieron 50.000 puestos de trabajo, que se suman a los 60.000 que ya se habían perdido entre 2014 y 2019.


    El empleo se recuperó vigorosamente en Uruguay a partir de 2021. La tasa de desempleo cayó hasta alrededor de 7% a principios de 2022, el nivel más bajo en seis o siete años. Pero esa tasa raras veces ha sido mejorada durante el último medio siglo, lo que parece mostrar un desempleo «natural» o «estructural» demasiado alto comparado con otras culturas. Y este problema puede agravarse en vista de la rápida destrucción de puestos de trabajo rutinarios o poco calificados.


    Mientras la tecnología avanza y se vuelve cada vez más accesible, las empresas no dejan de hacer números. Se ha hecho evidente que ciertas posiciones laborales no eran del todo necesarias.


    En todos los sectores productivos se adelantaron los relojes de los planes previos de automatización de procesos, que, en muchos casos, pasaron de cuatro años a menos de uno. La realidad indica que son muchas las empresas que ahora producen lo mismo que antes de la pandemia con una reducción de un tercio en los puestos de trabajo.


    Una segunda agenda de reformas —que también es conocida, ha sido discutida y cuenta con apoyo en el Parlamento— señala que llegó la hora de modificar el sistema educativo para mejorar las perspectivas de las nuevas generaciones. Hay un plan en marcha al respecto que ojalá llegue a buen puerto. También es hora de mejorar aún más los programas públicos de recapacitación laboral para los que necesitan nuevas oportunidades. Y es hora de repensar la red de protección social y los programas de transferencias vigentes, mucho más allá de la reforma de la seguridad social.


    Ante este panorama, el Estado va a tener que asumir plena responsabilidad para renovar sus funciones. «Tanto mercado como sea posible y tanto Estado como sea necesario», señala siempre Enrique Iglesias.


    Y es posible impulsar la agenda dual de reformas con los recursos disponibles, que no son escasos. El país no tolera suba de impuestos: los contribuyentes ya hacen un esfuerzo demasiado grande para financiar servicios públicos y una amplia batería de transferencias sociales existentes.


    El sentido de urgencia debe ser un factor común. También la necesidad de cuidar valiosos activos que tiene el país y que lo diferencian de la región: la fortaleza institucional y la paz social.


    El mundo mira atentamente cómo multitudes violentas toman las calles de las principales ciudades de América, con excepción de Montevideo. Estamos en una región muy complicada, pero somos diferentes. Y, afortunadamente, somos percibidos como cada vez más diferentes entre los que analizan la región para tomar decisiones de inversión. Tenemos que estar atentos y cuidar las declaraciones públicas que puedan afectar este activo. Tenemos algo muy valioso que proteger.


    Los desafíos son grandes y se deben procesar con la habilidad necesaria para mantener la paz social. La responsabilidad es de todos. Como decía el gran poeta estadounidense Walt Whitman: «Si nos enfocamos hacia el sol, las sombras quedarán atrás».


    Enrique Iglesias: un gran referente


    Si las reformas basadas en un amplio consenso social requieren símbolos, Enrique Iglesias es uno particularmente poderoso. Así, el martes 27 de julio de 2021 celebramos con emoción sus 90 años.


    Él es un asturiano que eligió ser uruguayo. Vivió de niño la emigración en tiempos duros y trabajó en el almacén familiar. Tras recibirse en 1953 de contador economista, en 1954 asumió como director gerente de la Unión de Bancos del Uruguay. Entre 1960 y 1967, dirigió la Comisión de Inversiones y Desarrollo Económico (CIDE), en donde congregó a las figuras más capaces para trazar un preciso mapa socioeconómico del país y pensar su futuro sin mirar divisas. Entre 1972 y 1985, fue secretario general de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal). Entre 1985 y 1988, fue canciller de la república en un momento crítico, tras una larga dictadura, cuando había que reinsertar al país en el mundo. Entre 1988 y 2005, fue el presidente del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), cuyo capital e influencia multiplicó. Entre 2005 y 2014, fue secretario general iberoamericano.


    Desde entonces, Iglesias sigue con sus labores docentes y como conferencista en foros globales, dirige la Fundación Astur, enfocada en los crecientes desafíos que vienen con la tercera edad, y está siempre atento a seguir colaborando con el país.


    Desde el Ceres —cuyo Comité Honorario Asesor integra Enrique desde 2020—, se me ocurrió organizar un festejo especial por su cumpleaños. Fue un encuentro virtual, dada la pandemia, destinado a atisbar el futuro para mejorarlo, con el aporte de una incomparable experiencia de vida. Estuvieron presentes el ministro de Trabajo, Pablo Mieres, el exministro de Economía y director de la OPP, Álvaro García, el exministro de Economía Luis Mosca, el expresidente del Banco de la República (BROU) Julio César Porteiro, el actual presidente del BROU, Salvador Ferrer, y el profesor distinguido de la Universidad de Columbia Guillermo Calvo (economista jefe del BID en los años que Enrique era presidente y actual miembro del Consejo Académico Internacional del Ceres), solo por nombrar algunos de los destacadísimos participantes de Uruguay y de varios países de la región.


    «Todavía —gracias a Dios— tengo más proyectos que recuerdos; la forma de medir la juventud va por ahí», dice siempre Enrique. Y eso fue lo que me transmitió desde el primer instante en el que le conté del festejo que le habíamos organizado.


    Disfruté mucho la instancia previa de invitar a la celebración a los exministros de Economía Ricardo Zerbino (Partido Colorado, 1985-1989), Ignacio de Posadas (Partido Nacional, 1992-1995) y Danilo Astori (Frente Amplio, 2005-2008 y 2015-2019), y sentir en los tres la enorme gratitud y afecto hacia Enrique. Y la instantánea respuesta positiva a exponer en el evento.


    Al comienzo de la celebración, Enrique se concentró en tres logros obtenidos por Uruguay en las últimas décadas.


    El primero que remarcó fue la democracia. «Tenemos hoy una de las democracias más fuertes de Latinoamérica y del mundo; lo hemos hecho los uruguayos con base en partidos políticos comprometidos con la construcción del país». «Uruguay goza de una democracia con amplio apoyo popular, pero que exige un cuidado permanente». «Sostener el crecimiento, las políticas de igualdad y el acceso al progreso son fundamentales para que las democracias se constituyan a partir de las clases medias en factores dinámicos y permanentes en la sociedad».


    El segundo logro que destacó fue el avance en la relación Estado-mercado. «Creo que ese mercado triunfante tiene que coexistir con un Estado presente y ha demostrado que forma una contraparte con la que hay que consolidar el crecimiento». «Hay fenómenos nuevos que van a reclamar acción estatal. Lo vamos a ver con la salida de la pandemia, con el empleo, con el cambio climático. Vamos a tener que hablar de la nueva educación para digitalizar».


    El tercer logro que señaló fueron las relaciones internacionales. «Uruguay se ha abierto al mundo y a la región, y tiene una tradición respetable, pero existen grandes desafíos». «El país tiene que seguir siendo un líder en tratar de sostener el edificio multilateral, realidad amenazada por el posible desencuentro que puedan tener las dos grandes potencias». «Es posible que haya que defender el libre comercio en el futuro. El mundo que vendrá puede ser más cerrado que el que tenemos ahora».


    También subrayó la relevancia de una fluida relación con Argentina y Brasil para la expansión de los servicios y la logística de transporte.


    Ricardo Zerbino destacó que «con Enrique en el gabinete del primer gobierno de Julio Sanguinetti [1985-1990], además de la inserción internacional del país, compartimos el gran desafío del restablecimiento del diálogo entre el Estado y los sindicatos en el ámbito de confianza mutua, con todas las dificultades que ello supone».


    Ignacio de Posadas señaló su preocupación por el «quiebre en el diálogo entre los partidos políticos, que es una señal de alarma que hay que atender para cuidar nuestra democracia», el primer logro mencionado por Enrique.


    Danilo Astori afirmó que «Enrique dejó impregnado el sello de su personalidad en todas las posiciones que ocupó». En la Facultad de Ciencias Económicas, inspiró con empatía a las primeras generaciones de economistas. En la CIDE, mostró su preferencia por el largo plazo: «Enrique nunca estuvo enfermo de cortoplacismo». En la Cepal, exhibió una enorme valentía intelectual para tomar la posta que dejaban Raúl Prebisch, Aníbal Pinto y Celso Furtado, y valentía personal para abrir las puertas y salvarles la vida a muchas personas en aquellos años tan complejos de Chile y América Latina. Al asumir la Cancillería, mostró «una enorme generosidad con el país». Y en el BID, «cambió la noción de cooperación internacional extendiendo y profundizando su cobertura».


    El acto finalizó con un regalo sorpresa muy especial que llegó de la mano del maestro Ariel Britos (presidente del programa Iberorquestas Juveniles de la Secretaría General Iberoamericana): el «Himno a la alegría», entonado por la orquesta juvenil que Enrique tanto impulsó. La emoción fue general.


    La celebración de los 90 años de Enrique Iglesias fue un gran homenaje a las mejores tradiciones de nuestro país.


    Gran potencial de acuerdos para las reformas procrecimiento


    No será posible para Uruguay impulsar un nuevo ciclo de expansión, de largo aliento y a altas tasas, sin una recuperación significativa de la inversión, que no crece hace tiempo. Y para eso, como vimos, hay que impulsar e implementar una agenda de reformas: una agenda procrecimiento.


    Nadie duda de que la tarea es muy compleja: implica entrar en debates ideológicos y afectar intereses creados. Sin embargo, se puede ser optimista.


    Casi 60% de los legisladores en ambas cámaras —electos en octubre de 2019 por el Partido Nacional, el Partido Colorado, Cabildo Abierto, el Partido de la Gente y el Partido Independiente— están alineados con esta agenda procrecimiento. Por lo menos, así lo sugiere el siguiente análisis de los programas de gobierno que esa coalición comprometió con sus votantes.


    Junto con Erika Chabén, en el Centro de Economía Grant Thornton de la Escuela de Negocios de la Universidad de Montevideo (IEEM), analizamos en 2019 las 791 páginas de los programas de todos los partidos que obtuvieron representación parlamentaria, en aquellas áreas definidas como más relevantes en la agenda procrecimiento.


    Para resumir tanta información, desarrollamos un índice que considera la cantidad de propuestas similares con relación a la totalidad de propuestas de los programas de gobierno. Este «índice de similitud» toma valores de 0 a 1, en donde 1 refleja total similitud y 0 ninguna similitud.


    La agenda procrecimiento debería contemplar una mejora de la relación del Estado con el sector productivo. En los programas de los diferentes partidos, hay un claro foco en las empresas de menor porte. La mayoría proponen una revisión del régimen fiscal y la burocracia requerida con el fin de impulsar el desarrollo de las pequeñas y medianas empresas (pymes). En esta línea, la similitud de las propuestas de programa del Partido Nacional es relativamente alta con el Partido Colorado (0,23), el Partido de la Gente (0,23) y Cabildo Abierto (0,22). La similitud es bastante menor con el Frente Amplio (0,1), el Partido Independiente (0,09) y el Partido Ecologista Radical Intransigente (PERI) (0).


    La eficiencia de las empresas públicas es uno de los puntos de la agenda procrecimiento en los que se encuentran mayores discrepancias entre ambos grupos. Mientras que es relativamente elevado el índice de similitud de las propuestas del Partido Nacional con las del Partido de la Gente (0,4), el Partido Independiente (0,29), el Partido Colorado (0,27) y Cabildo Abierto (0,2), es muy bajo con las del PERI (0,07) y el Frente Amplio (0,04).


    Por un lado, el Frente Amplio propone un fortalecimiento del papel de las empresas públicas y la creación de nuevas empresas del Estado en sectores definidos como estratégicos. Por otro, el resto de los partidos que obtuvieron representación parlamentaria proponen un fortalecimiento con mayor independencia de las unidades reguladoras (de servicios de comunicaciones, la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones, Ursec, y de servicios de energía y agua, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua, Ursea) para que sea mayor la transparencia en la fijación de precios y el control de las empresas públicas.


    También existen acuerdos en explicitar cualquier tipo de subsidio encubierto en las tarifas de las empresas públicas, en una selección más rigurosa de sus directores y en la intención de impulsar el financiamiento a través del mercado de capitales.


    La contratación de personas con capacidad de agregar valor es una barrera hoy presente entre los que analizan invertir en Uruguay. En este punto, las propuestas del Partido Nacional tienen elevada similitud con las del Partido Colorado (0,24), el Partido Independiente (0,22), el Partido de la Gente (0,19) y Cabildo Abierto (0,16). Con las del PERI (0,1) y el Frente Amplio (0,13) las diferencias son mayores.


    El primer grupo reconoce y hace referencia explícita al trabajo realizado por Eduy21 para la reforma del sistema de enseñanza, mientras que el segundo no hace mención alguna.


    Eduy21 es un grupo de técnicos y docentes que procura la transformación del sistema educativo de Uruguay para hacerlo más equitativo y calificado, en función de las necesidades del país.


    Afortunadamente, está omnipresente en los programas de los partidos la capacitación para apoyar la reconversión laboral de las personas más vulnerables ante el avance de la tecnología.


    En la agenda procrecimiento, la formación permanente en competencias esenciales para el trabajo tiene que ir de la mano de una actualización de la regulación laboral que fomente la contratación. En esta materia, es elevado el índice de similitud de las propuestas del Partido Nacional con las de Cabildo Abierto (0,36), el Partido Independiente (0,3) y el Partido Colorado (0,26). La similitud es marcadamente menor con las propuestas del Frente Amplio (0,07) y el PERI (0,05).


    Todos los partidos, excepto el Frente Amplio y el PERI, plantean que el funcionamiento de los Consejos de Salarios debe contemplar la necesidad de adaptar la negociación a las especificidades de cada empresa. También todos, menos el Frente Amplio y el PERI, coinciden en derogar el decreto que fundamenta la ocupación como una extensión natural del derecho de huelga.


    Finalmente, en la agenda procrecimiento no puede estar ausente una profundización en la inserción internacional del país. Una mayor apertura comercial no solo mejora el acceso a mercados, sino que genera incentivos internos para implementar todo el resto de la agenda.


    En inserción internacional, la similitud del programa del Partido Nacional es relativamente alta con el del Partido Colorado (0,28), el Partido Independiente (0,19), Cabildo Abierto (0,17) y el Partido de la Gente (0,13), y bastante menor con el Frente Amplio (0,09) y el PERI (0).


    El foco centrado en el Mercosur es la principal diferencia entre ambos grupos de partidos. Mientras que el programa del Frente Amplio se centra en el Mercosur y plantea buscar una mayor coordinación entre los países del bloque y la región latinoamericana, el resto de los partidos que tienen representación parlamentaria (con excepción del PERI) proponen impulsar dentro del Mercosur la posibilidad de negociar nuevos acuerdos bilateralmente fuera del bloque.


    Para mirar hacia adelante, Uruguay se tiene que convencer de que es posible implementar una agenda de reformas que apuntale un crecimiento productivo generalizado y autosostenido. El Parlamento elegido en octubre de 2019, que asumió el 15 de febrero de 2020, está legitimado para desencadenar ese proceso.


    La agenda después de la pandemia y del referéndum


    El 27 de marzo de 2022 los uruguayos se pronunciaron en referéndum: 50,01% de los votantes respaldó la LUC de 2020, que reunió las reformas apoyadas por la coalición de gobierno, contra 48,86% que rechazó parte de ellas.


    El resultado mostró otra vez que el país está dividido en dos mitades casi perfectas, como en el balotaje de noviembre de 2019, que llevó a la presidencia de la república a Luis Lacalle Pou.


    La situación, que no es nueva, parece evocar a Bodas de sangre, la obra escrita por Federico García Lorca hace casi un siglo: «Dos bandos. Tú con el tuyo y yo con el mío». Pero no es —no debería ser— «la hora de la sangre», como en aquella tragedia, sino del juego democrático de mayorías y minorías.


    La mayoría parlamentaria del oficialismo se ha mostrado generalmente consistente, no solo por el acuerdo firmado entre partidos, sino con programas de gobierno 2020-2024 bastante alineados.


    Como ya se ha señalado en páginas anteriores, y como se profundizará más adelante, hay múltiples áreas en las que se necesita impulsar mejoras. Todas son reformas complicadas; si así no lo fueran, ya se hubieran hecho. Para escuchar la opinión de cada uno de los legisladores al respecto, desde el Ceres impulsamos «Una radiografía parlamentaria». Les preguntamos en particular sobre: i) tarifas públicas, ii) seguridad social, iii) educación, iv) regulación laboral y v) inserción internacional.


    Ese trabajo se desarrolló entre octubre de 2020 y abril de 2021, mediante un cuestionario que se envió a todos los senadores y diputados que integran la Asamblea General de Uruguay en la Legislatura XLIX (período 2020-2025). Se obtuvieron respuestas de todos los senadores y de más de 95% de los diputados2.


    Es especialmente compleja la situación en cuanto al papel que deben cumplir las empresas públicas, porque no hay posición homogénea entre los socios de la coalición de gobierno. Mientras que 68% de los legisladores del Partido Nacional considera que las tarifas públicas deben reflejar exclusivamente los costos de producción, esta visión la comparten solo 47% de los legisladores del Partido Colorado y 36% de Cabildo Abierto. Y apenas 15% de los legisladores del Frente Amplio —la oposición— tiene esta postura.


    Sin embargo, en otras áreas sí hay posiciones alineadas dentro del gobierno que contrastan con la oposición. Eso se percibe claramente en el papel del sector privado en la seguridad social después de la reforma. De un lado, solo 22% de los legisladores del Partido Nacional, 23% del Partido Colorado y 29% de Cabildo Abierto consideran que se debe reducir la injerencia privada en el manejo de los ahorros previsionales de los trabajadores. Del otro, 86% de los legisladores del Frente Amplio cree que se deberían introducir cambios para fortalecer la intervención del Estado en la gestión del ahorro individual.


    Algo similar sucede con las percepciones sobre el sistema educativo. Mientras que 88% de los legisladores del Partido Nacional, 79% de Cabildo Abierto y 71% del Partido Colorado consideran que el sistema de enseñanza no prepara adecuadamente a las nuevas generaciones para la inserción laboral, con esto solo coincide 27% de los legisladores del Frente Amplio.


    También hay dos visiones en materia de regulación laboral. Mientras que 78% de los legisladores del Partido Nacional, 79% de Cabildo Abierto y 59% del Partido Colorado consideran que es necesario modernizar la regulación laboral —y, por ejemplo, flexibilizar la jornada de trabajo hacia un régimen de acumulación semanal de horas—, solo 38% de los legisladores del Frente Amplio comparte esta opinión.


    En el enfoque de inserción internacional también hay alineación en el gobierno y claro contraste con la oposición. Mientras que 98% de los legisladores del Partido Nacional y 88% del Partido Colorado y de Cabildo Abierto creen que se deben buscar acuerdos comerciales más allá del Mercosur, solo 33% de los legisladores del Frente Amplio apoya esta postura.


    El tiempo pasa y lo que no se cambia sigue igual. La agenda posreferéndum tiene una ventana parlamentaria de oportunidad para avanzar en seguridad social, educación, regulación laboral e inserción internacional. La clave estará en el liderazgo para impulsarla y en la consistencia de su ejecución.


    Si hay dos bandos, como en la tragedia escrita por Federico García Lorca, al mayor le compete cumplir el programa que prometió a la ciudadanía, en tanto el menor sugiere alternativas y marca sus discrepancias, mientras espera su oportunidad de regresar al gobierno.


    El futuro debe estar en el centro3



    La manera en que se enfrenten ahora los desafíos asociados al futuro del trabajo repercutirá durante muchas generaciones. Hay grandes reformas por realizar. Y se debe perder el miedo a conceder una renta básica a los desempleados que se entrenan en nuevas habilidades (ver el capítulo 9: «Seguridad ciudadana basada en evidencia», p. 275).


    Nadie puede negar que el proceso de automatización de muchos puestos es un hecho, aunque no haya consenso en el grado de preocupación, y que se aceleró con la pandemia, a partir de 2020.


    Todos estamos en el mismo mar, pero no en el mismo barco.


    Las diferencias de preparación, competencias y habilidades entre las personas son enormes. Para generar puestos de trabajo complementarios a la tecnología, se debe impulsar cambios en las condiciones de preparación, apoyo y regulación, porque no surgen por generación espontánea.


    La demanda de trabajo en el sector que desarrolla tecnologías seguirá creciendo. También crecerá la demanda en el sector educación ante la necesidad de formación permanente, y en el sector salud y cuidados ante el incremento de los años de vida de la población. Los sectores vinculados al turismo y a la agroindustria podrían también contribuir a la demanda de trabajo en la medida en que sigan sofisticándose.


    Las nuevas oportunidades de empleo están en tareas cada vez más complejas, en las que los trabajadores deben tener una ventaja comparativa ante las tecnologías. Esa interacción con la automatización mejora la productividad.


    Un marco desarrollado por la Universidad de Oxford, en Inglaterra, permite analizar las habilidades de cada puesto de trabajo y las posibilidades de automatizarlo.


    Las máquinas aún tienen serias limitaciones de movimientos y de coordinación. Más importante que eso: tienen poca originalidad para solucionar problemas y para producir sensaciones nuevas a través del arte.


    La metodología tiene presente que la mayor barrera a la automatización viene por el lado de la inteligencia emocional y la empatía: la capacidad para ponerse en la piel del otro es inherente a la condición humana. Por más rápido que avance la tecnología, una máquina nunca va a poder sufrir o alegrarse por lo que le pasa a una persona.


    Por lo tanto, aquellos trabajos con mayor contenido de destreza manual, creatividad y empatía serían los que tienen mejores perspectivas.


    Existen otros marcos de análisis, como por ejemplo el desarrollado por profesores del Massachusetts Institute of Technology (MIT), en los que a cada empleo se lo descompone en las tareas necesarias para llevarlo a cabo.


    Todas las ocupaciones, con diferentes grados de intensidad, son concebidas como una combinación de tareas manuales —rutinarias o no rutinarias— y tareas analíticas —rutinarias y no rutinarias—. Naturalmente, las tareas manuales rutinarias son las primeras en ser automatizadas y las analíticas no rutinarias serán las últimas.


    Las tareas analíticas requieren pensamiento abstracto, creatividad, capacidad de resolución de problemas y habilidades de comunicación; son intensivas en análisis e interpretación de información, pensamiento crítico y creativo.


    Con la metodología del MIT o la de Oxford aplicadas a Uruguay, con base en la Encuesta Continua de Hogares del Instituto Nacional de Estadística (INE), se puede observar que las 210.000 personas que en 2019 no eran estadísticamente definidas como pobres —porque sus ingresos se encontraban por arriba de la línea de pobreza— pero que vivían en situación económica y social similar a las 310.000 definidas como pobres se hallaban en las mismas condiciones de vulnerabilidad laboral.


    Eran vulnerables porque sus trabajos podían ser fácilmente sustituidos por máquinas y programas inteligentes.


    La vulnerabilidad era mucho menor para el resto de las personas.


    En un país como Uruguay, no es posible ni deseable frenar el avance de la tecnología, como no se detiene el curso de la historia, salvo en forma de tiranía y miseria. Por el contrario, debemos ser conscientes de que vamos a convivir con un desempleo tecnológico que no se soluciona solo con crecimiento económico.


    La agenda de reformas deberá ser dual. Por un lado, las nuevas tecnologías permiten mejorar la productividad. Por otro, crean la necesidad de apoyar a las personas que quedan al margen.


    La primera agenda de reformas debería centrarse en aumentar la inserción internacional de Uruguay y, por tanto, la productividad de sus empresas, sin esperar los largos tiempos que demandan los tratados de libre comercio (TLC).


    También se debería reducir el costo de la energía para la producción, mediante mayor transparencia y eficiencia de las empresas públicas, que podrían participar en el mercado de capitales. Ha habido ciertas experiencias en este sentido para capitalizar parques eólicos con dinero de pequeños ahorristas, pero deberían ampliarse.


    Se puede adaptar la legislación laboral a la realidad contemporánea, sin que ello signifique una pérdida de derechos. Es preciso ver bajo nuevas luces la normativa sobre jornada laboral, sobre categorías laborales y sobre convenios acordados por rama, que se vuelven preceptivos para empresas que no tienen nada que ver entre sí.


    Los buenos números del empleo en 2022 no pueden esconder una verdad del tamaño de un puño: en el futuro el trabajo va a ser una preocupación permanente.


    He ahí una de las más complejas encrucijadas de Uruguay: no alcanza con retomar el crecimiento de la economía para mejorar la situación angustiante de miles de familias.


    Un problema es no tener trabajo. Otro problema mayor es tener dificultades para conseguir trabajo. Estar desempleado puede ser coyuntural; no conseguir trabajo, ser rechazado por no tener habilidades útiles para los puestos disponibles, deriva en una gran angustia individual y colectiva.


    El empleo es insustituible en su papel de articulador e integrador social. Buena parte del humor social depende de él.


    Las empresas de todos los sectores saben que pueden producir lo mismo con menos trabajadores. Las que tienen que competir duramente no tienen más opción que reformarse de manera continua. Solo las que están en mercados no competitivos, o que reciben subsidios, pueden estirarlo en el tiempo.


    Mientras tanto, los nuevos trabajos que se crean son diferentes a los anteriores, mucho más complejos.


    Por este motivo, se debe mejorar el sistema educativo para adaptarlo a las necesidades actuales. Hace décadas que Uruguay presenta registros de insuficiencia educativa en Secundaria que alcanzan casi a la mitad de los alumnos.


    Es trágico que tantos jóvenes no estén en condiciones de insertarse en el mercado laboral, que sean funcionalmente analfabetos. Saben leer y escribir, pero no pueden procesar información para resolver un problema ni hacerse preguntas relevantes para aprender en el proceso.


    El Plan Nacional de Política Educativa 2020-2025 va en la buena dirección. Se compromete a que en el sistema educativo se generen comunidades con competencias específicas en la toma de decisiones pedagógicas y funcionales, para adaptar el programa a las necesidades de la realidad. Es necesario exponer al alumno a situaciones reales, estimularlo para que pueda resolver un problema que podría generarse en el ámbito laboral, a desarrollar la capacidad de trabajar en equipo, la creatividad, la planificación, la cooperación, la comunicación no verbal, la escucha activa, así como todos los aspectos emocionales que afectan el comportamiento de la persona.


    También se pueden mejorar los programas públicos de recapacitación laboral. No es sencillo, pero todo el esfuerzo invertido en recapacitación tendrá sus frutos. Son muchos los trabajadores que lo necesitan.


    Es preciso repensar la red de protección social y los programas de transferencias vigentes. Se debe asumir la responsabilidad. Entre otras alternativas, se podría analizar un subsidio para la reinvención laboral que garantice un ingreso mínimo de subsistencia. Este plan implica discutir su viabilidad económica (y qué beneficios sociales se deberían sustituir para poder financiarlo) y su condicionalidad.


    Ese subsidio para la «reinvención laboral», con un plazo muy claro de vigencia, debe diseñarse para personas que perdieron su trabajo, cuyas experiencias laborales son automatizables u obsoletas y que aún están lejos de jubilarse.


    Un apoyo de este tipo podría tener un impacto positivo superior a los programas de transferencias vigentes (este punto se analiza en detalle en el capítulo 10: «La persona en el centro de las políticas públicas», p. 295).


    Nuevos programas sociales deberán sustituir a otros viejos que se muestran ineficaces, pues no se trata de aumentar una presión impositiva ya muy elevada.


    «Mientras que la inteligencia artificial nos llevará aún más lejos de nosotros, no habrá bien más valioso que todo lo que haga sentirse seres humanos a las personas», resumió el escritor y filósofo italiano Alessandro Baricco.


    La preocupación por el futuro del trabajo, que es compartida por líderes políticos, empresarios y religiosos, es tan básica como el sostén de la sobrevivencia humana. Y su dimensión espiritual y moral es tan o más importante que su dimensión material.


    Se trata de vivir más y mejor una vida útil.


    
      
        1 Alesina, A., Favero, C. y Giavazzi, F. (2019). Austeridad: cuándo funciona y cuándo no. Princeton University Press.

      


      
        2 Es posible acceder a los resultados de esa radiografía, dividida en capítulos, en la página web del Ceres: ceres-uy.org.
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